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Introducción
Tanto la ampliación y diversificación de la agenda de cuestiones como el desarrollo de configuraciones sociales asociadas con nuevas problemáticas, tendieron a poner en cuestión las formas tradicionales de intervención desde el sub-sector de salud público, reclamando innovaciones en las modalidades de desarrollo de las políticas públicas; particularmente, en lo referido a mecanismos de interacción entre política y de gestión. Este escrito busca visibilizar los cambios acontecidos en la Provincia de Santa Fe, haciendo foco en el Gran Rosario, en un contexto de crisis de la política en tanto medio para “buscar tolerar las complejidades sistémicas”, en relación a la concreción de los derechos (no) reproductivos de las mujeres vulnerables. Más allá del logro que significó poder adquirir la producción propia del misoprostol en la provincia de Santa Fe, y brindarlo desde el año 2012 de forma gratuita para la práctica de la ILE, las situaciones de opresión, muchas veces, impiden privilegiar la necesidad de ejercer un derecho exclusivo de los seres humanos con capacidad de gestar, y mucho peor aún, se olvida la norma favoreciendo las creencias y los aspectos valorativos de unxs pocxs. Así, concluimos entendiendo que el sistema sanitario se encuentra hegemonizado por esos elementos que operan poniendo en cuestión decisiones tan personales como las que hacen a la disposición de los cuerpos, y en el mismo sentido algunos equipos de salud se arrogan la capacidad de supervisar y objetar lo que crean conveniente.

Una provincia organizando derechos.
La estructura sanitaria provincial está compuesta por servicios públicos, servicios privados y por el sector de las obras sociales, la regionalización de la provincia parte de concebir un sistema flexible, con fronteras dinámicas entre las regiones. En esos núcleos o ciudades se ubican los servicios de mayor complejidad y las sedes administrativas y logísticas del gobierno provincial, entre ellas las del Ministerio de Salud. Así los efectores de salud están organizados en cinco Nodos, en los que cada región santafesina posee una ciudad-Nodo, como centro de información, articulación y distribución de recursos y capacidades. La salud santafesina está dividida en niveles de complejidad, el primer nivel compuesto por: centros de salud, es el lugar de mayor proximidad, no poseen camas de internación y son los encargados de garantizar la salud territorializada. Segundo nivel está compuesto por: hospitales y Samcos de baja y mediana complejidad. En el tercer nivel se encuentran los hospitales de alta complejidad, son el último y más completo nivel de la Red.La salud de las mujeres, desde el año 2007 a la fecha se viene trabajando para disminuir las tasas mortal materno-infantil y para fortalecer los DD.SS. y (no) RR. Además el espacio sanitario provincial posee una amplia gama de políticas orientadas a las libertades de elección sobre las corporalidades: SIDA y enfermedades de transmisión sexual; salud sexual; prevención de cáncer cérvico uterino; reducción de la mortalidad materna; y educar en salud. En este sentido, entendemos que los cambios evidencian necesidades en términos de conocimiento, ya no sólo de tipo diagnóstico, existía un vacío por una praxis distinta, que ayudara a repensar las organizaciones, la gestión y los procesos de trabajo en salud (Testa, 1995), orientada hacia sujetxs implicadxs en la transformación de la realidad sanitaria, pensando más en términos de potencia que en términos de poder. 
Los Derechos (no) Reproductivos en Santa Fe. 
Aunque esta diferencia notable de la legislación argentina se ignoró durante décadas, fue a inicios del año 2012, como señala Iriarte (2014), que la Corte Suprema de Justicia de la Nación aclaró en un fallo histórico, más conocido como “F.,A.L.” , los alcances de la penalización del aborto en Argentina. Consecuentemente,  en nuestro país, el aborto está despenalizado en ciertas circunstancias, cuando está en riesgo la salud física y/o mental de las mujeres, y en caso de violación o incesto; en los demás casos es considerado un delito (Iriarte, 2014). De las 24 jurisdicciones, más la jurisdicción nacional sólo ocho poseen Protocolos que se corresponden en buena medida con lo establecido por la Corte Suprema en el mencionado fallo, entre las que encontramos la Provincia de Santa Fe. Cuando hablamos de Protocolo entendemos el proceso que viene a regular administrativamente la forma en que se declara e implementa una normativa, también, mediante estas herramientas se dispone la necesidad de denuncia o no y el posicionamiento respecto a la Objeción de Conciencia. En relación a la Objeción de Conciencia, un problema que, con matices, atraviesa la totalidad del territorio provincial, es necesario señalar que existen algunos marcos interpretativos desde la teoría política y la sociología jurídica que buscan darle algún tipo de significado. Podemos pensar en la figura del objetor como una persona, que no apela al sentido de justicia, y que no siempre realiza acciones en el espacio público, es quien resuelve sin deliberar con los otros.Más allá de las reflexiones conocidas y aquí retomadas, el objetor de conciencia interviene en los derechos civiles de cierto sector de la ciudadanía, en el sub-sector de la salud pública, los objetores son, muy frecuentemente, equipos de salud que transgreden toda o parte de la normativa en relación a los DD.SS. y (no) RR y otras normas sanitarias, y quienes se niegan a practicar una ILE, generalmente, tampoco acuerdan con la anticoncepción quirúrgica y existen casos de aquellxs que no proporcionan información sobre algunas de las otras formas de anticoncepción posibles. Estos hechos de des-reconocimiento dejan a las personas desamparadas son sus problemáticas, presas de un sistema judicial que es lento, y en algunas circunstancias cómplice de los impedimentos. Quienes objetan para defender sus puntos de vista, sostienen y legitiman lo que dicen la medicina, la biología o incluso el derecho; es decir que, desde otra perspectiva, la relación entre valores culturales y política reedita la discusión entre lo público y lo privado, y de la misma manera, los límites y las posibilidades de una relación conflictiva. Sin embargo, es vital comprender que las mujeres y los personas gestantes en general, no pueden estar ajenas al control de sus propios cuerpos, y esto debería ser leído en términos de Derechos Humanos básicos (Venticinque, 2013).
Así, la oposición al reconocimiento de los derechos de las mujeres y de las personas gestantes en general, no ancla, como fuimos mostrando, en un discurso religioso, sino secular, científico, médico, legal, que asume la denominación de objeción o bien está invisibilizado en la multiplicidad de motivos que se suelen enumerar en los efectores públicos para negar libertades. De esta manera, quienes conducen estos espacios se transforman en nuevxs patriarcas, buscando que el placer se transforme en lo prohibido.
En la zona centro de la provincia, más precisamente en Santa Fe capital, tenemos que destacar los Hospitales Cullen e Iturraspe que tienen realidades bastante complejas, son efectores de segunda complejidad donde existe una fuerte presencia de jefatura de equipos sanitarios que informalmente se declararon Objetores de Conciencia. Así el  Iturraspe, es un efector público de suma importancia, en este espacio casi la totalidad de lxs profesionales del Servicio de Ginecología, incluido el Jefe del mismo, se declararon en su momento públicamente objetores, a pesar de que esto no figura en el Registro Público de Objetores de Conciencia. Es fundamental agregar que este ámbito sanitario también es donde, muy frecuentemente, aquellas personas que concurren al efector en búsqueda de una ILE son sometidas a diversas formas de violencia institucional: desde el maltrato y la re-victimización, hasta la violación del derecho a la confidencialidad y la denegación de la práctica. Esta situación se repite en el Hospital Cullen, donde tampoco se garantiza el acceso a la ILE, asimismo, es importante clarificar que lxs trabajadorxs de salud en estos ámbitos, muchas veces, son perseguidos y presionados para que no garanticen las interrupciones y con la intención de desarticular esta política pública. 
En síntesis, las miradas y posicionamientos corporativos de algunos efectores públicos buscan imponer sus perspectivas por sobre las decisiones de quienes deben abortar.De esta manera el silenciamiento en torno a la práctica y la falta de respuesta estatal encubren a quienes violan el Derecho a la Salud de los seres humanos y siguen actuando en función de los denominados anti-derechos. En este sentido, nos vemos en la obligación de acordar con Butler, quien afirmó que una serie de dispositivos de control y regulación fueron puestos en marcha para forjar un determinado modo de deber ser ciudadano o ciudadana, varón-mujer, y la forma en cómo deben funcionar (Butler, 2006).
Actualmente, y contrariamente a lo establecido en la normativa y el Protocolo, en Santa Fe capital, sólo se garantiza la ILE durante el primer trimestre de gestación, y esto se logra en algunos centros de salud de atención primaria y hospitales de baja complejidad. En dichos efectores, sin embargo, por lo general, no se cuenta con personal en condiciones de abordar situaciones de esa magnitud, y quienes llevan adelante la práctica se encuentran, casi cotidianamente, con la obstaculización por parte de aquellxs que se declaran de hecho objetorxs. Por lo tanto, cuando una persona gestante llega a un efector solicitando una ILE queda a merced de la buena voluntad y ética de las personas que allí trabajan, e incluso también de la información con la que cuentan, no pudiendo negar la escasez de herramientas de algunos sectores para poder hacer frente a ciertos saberes hegemónicos que se presentan como miradas protectoras. En contraste con estas situaciones en el CEMAFE (Centro de Especialidades Médicas Ambulatorias de Santa Fe) se realizan ILE casi sin inconvenientes.En el Gran Rosario la situación es diferente, los equipos sanitarios en su mayoría entienden la ILE como un Derecho. Cabe mencionar algunas fechas significativas que dan cuenta de las acciones sostenidas por el Municipio en materia de Salud de las mujeres y que están en diálogo con lo que sostenemos: en el año 1991 se comenzó el abordaje de la salud sexual y reproductiva realizando los primeros DIU y anticonceptivos para distribuir en los efectores públicos. En el año 1996, se crea el Programa de Procreación Responsable, a través de la Ordenanza N° 6.244, que luego, en 1998, se transformó en el Programa de Salud Integral de la Mujer. Hacia 2001, la Ordenanza N° 7.282 promueve la Anticoncepción de Emergencia, antes de que en 2003 se promulgara la Ley Nacional N° 25.673 de Salud Sexual y Procreación Responsable. En ese entonces, Rosario desarrollaba estrategias de Consejerías de Salud Sexual y Reproductiva. 
En el año 2004, comienza a regir en el Municipio la política de Parto Respetado y Maternidad Segura y centrada en la familia; y en el 2007, a través de la Ordenanza N° 8186, se promulga el Protocolo de Atención de Abortos No Punibles en efectores públicos de salud. En síntesis, el desafío que tiene la Salud Pública rosarina es que todo aquello que esté disponible, lo está para todas. En el CEMAR, efector de mediana complejidad, ubicado en el centro de la ciudad, se llevan a cabo prácticas de anticoncepción quirúrgica desde hace una década aproximadamente. Lo aquí señalado no evita la presencia de objetorxs de conciencia, aunque no se puede hacer afirmaciones cuantitativas al respecto es posible afirmar que la represión del Derecho a un Aborto Legal en esta parte del territorio santafesino no logra encontrar legitimidad por parte de los equipos de salud, existen espacios declarados objetores, aunque abundan las instancias públicas revitalizadoras del derechos a decidir. 
Así vemos que las políticas y las prácticas públicas del Municipio de Rosario enfrentan el desafío de lograr medidas y acciones de gobierno que promuevan efectivamente la autonomía y las capacidades personales como también fortalecer el ejercicio de las libertades personales y democráticas (Pautassi, 1999).En este sentido, entendemos, que el esfuerzo mayor de las políticas públicas radica en crear las condiciones básicas para que el ejercicio de los Derechos de lxs seres humanos sea posible,  sin embargo, la existencia de condiciones materiales (servicios de información adecuados, establecimientos de salud con personal capacitado, disponibilidad de métodos anticonceptivos en una amplia gama, entre otras) es también imprescindible. 
Para hablar de construcción de Políticas de Salud de las Mujeres que se ocupen de los DD. SS.y (no) RR debemos poder hacerlo independientemente de un número minúsculo de trabajadorxs que asumen los costos laborales y personales de respetar el Derecho fundamental de las personas a decidir sobre su propio cuerpo. Como señala Mabel Bellucci, el aborto no sólo es deuda de la democracia, es una deuda de la humanidad entera para con la autonomía de las mujeres, porque en la lucha histórica por este derecho son variados los actores que intervienen.(Bellucci, 2014: 455)

El misoprostol de producción propia.
Retomando a Bellucci, cada vez más personas nos dedicamos a construir una definición de eso que se denomina Misoprostol, así elaboramos una serie de saberes populares que hace gozar de buena salud y buena prensa al medicamento (Bellucci, 2014: 421). Podemos señalar, que el Misoprostol es una prostaglandina que se utiliza para el tratamiento de úlceras gástricas y también para la inducción del parto vaginal, como forma de interrumpir un embarazo. Lo que produce es la contracción de los músculos lisos del útero y  genera la expulsión del saco gestacional; hoy se presenta como una droga muy usada y permite la realización de un aborto por parte de las personas gestantes sin intervenciones de tercerxs. Su nombre comercial varía, aunque se encontraron casi cuarenta medicamentos que contienen la droga en Latinoamérica, en Argentina se comercializa como Oxaprost. Recordemos que el Misoprostol en nuestro país viene en cajas de 16 comprimidos; una mujer necesita 12 píldoras de 200 microgramos cada una para interrumpir un embarazo de hasta 12 semanas como recomienda la Organización Mundial de la Salud (OMS).
 Santa Fe proporciona el medicamento desde el año 2012 de forma gratuita para la práctica de la ILE en sus Centros de Salud públicos de acuerdo a la normativa nacional. Así, podemos establecer, que el Misoprostol está disponible en la Red de Salud Pública Provincial (Hospitales y Centros de Salud) y se entrega a quienes deban practicarse una ILE en aquellos lugares donde los equipos de salud tienen una mirada sensible al género. Los comprimidos, o mejor el “miso”, tal como se lo conoce territorialmente, tiene un costo elevado para el Estado; el valor del mercado es cercano a los 70 dólares por caja. En este sentido, el Laboratorio Industrial Farmacéutico de la Provincia de Santa Fe (LIF), trabajó desde el año 2013 en la fabricación de Misoprostol. En el año 2017 el LIF logró estar en condiciones de abastecer al Sistema Público de Salud de todo el país, una vez que terminaron las pruebas de estabilidad sobre el primer lote de 100.000 comprimidos de uso obstétrico. En esta misma línea de análisis, podemos señalar que el acceso es complejo, la producción provincial existe, pero la Objeción de Conciencia en relación a su distribución y facilitación a quienes lo necesiten, frecuentemente,  debe atravesar algunos obstáculos.Así, en no pocas situaciones, lo señalado implica un problema importante para quienes necesitan interrumpir un embarazo, más allá de las razones que esxs seres humanos tengan para tomar dicha determinación, aunque tenemos certezas que la mayoría busca finalizar con una situación de opresión.
Otro problema fundamental en relación a la distribución del Misoprostol, se encuentra en la coordinación de las farmacias de los hospitales provinciales, estos espacios suelen estar a cargo de objetorxs de conciencia declaradxs y obstaculizadorxs. En este sentido, observamos que la posibilidad de acceder a los comprimidos depende en demasía de la voluntad de quienes gestionan los hospitales y de las redes artesanales que se construyen para poder comprarlo. 
Cuando hablamos de las Redes,  está demás agregar que nos referimos a las Socorristas en todas sus expresiones, quienes, como señala Bellucci (2014), pareciera que abren las puertas a otras dimensiones del acontecer social no explorado, en tanto ponen en relieve a las mujeres que desean interrumpir un embarazo no deseado y todo lo que en función de ello se despliega (Bellucci, 2014: 438).
Más allá del logro que significó poder adquirir la producción propia del “Miso” en la Provincia de Santa Fe, las situaciones de opresión muchas veces impiden privilegiar la necesidad de ejercer un derecho exclusivo de las personas con capacidad de gestar, quizás se debe entender el poder de ciertos mecanismos culturales y políticos que ignoran las luchas colectivas, las libertades, y mutilan las posibilidades de lxs cuerpos que reclaman decidir.

Conclusiones provisorias.
En la salud de la provincia gobierna cierta ambivalencia,  equipos sanitarios que se auto-proclaman objetores junto a la producción de misoprostol y la adhesión a la ILE. En este contexto de contradicciones las santafesinas deben ejercer el derecho a decidir sobre sus cuerpos. Asimismo poseemos dos realidades, un sur, encabezado por el Municipio de Rosario con una organización que prioriza la salud de las mujeres y las diversidades, en esta zona de Santa Fe hay ciertas garantías que escasean en el centro sur de la provincia.
Así hay reproches cotidianos a un sistema que segrega a las personas gestantes que deben hacer uso del sub-sistema público de salud, porque para ellxs es la única opción. En este sentido observamos desigualdades estructurales y otras que se van construyendo junto al crecimiento de un Laboratorio provincial y los llamados clandestinos a des-horas a los socorras para pedir ayuda.
Es fundamental repensar el como, buscar derribar las ambivalencias de la igualdad de derecho y buscar que lxs sujetxs reflexivxs que conocen lo que quieren lo busquen constituyéndose en responsables para poder lograr un cambio societal, es urgente que lo que es ley lo sea.
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